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VERSION TAQUIGRAFICA. 

I. ASISTENCIA. 

Asistieron los señores: 

—Aylwin Azocar, Patricio; 
—Bulnes Sanfuentes, Francisco; 
—Carmena Peralta, Juan de Dios; 
—Carrera Villavicencio, María Elena; 
—Contreras Tapia, Víctor; 
—Foncea Aedo, José; 
—Fuentealba Moena, Renán; 
—García Garzena, Víctor; 
—Gumucio Vives, Rafael Agustín; 
—Hamilton Depassier, Juan; 
—Ibáñez Ojeda, Pedro; 
—Irureta Aburto, Narciso; 
—Jerez Hortá, Alberto; 
—Luengo Escalona, Luis Fernando; 
—Montes Moraga, Jorge; 
—Morales1 Adriasola, Raúl; 
—Musalem Saffie, José; 
—Noemi Huerta, Alejandro; 
—Olguín Zapata, Osvaldo; 
—Pablo Elorza, Tomás; 
—Palma Vicuña, Ignacio; 
—Papic Ramos, Luis; 
—Reyes Vicuña, Tomás; 
—Silva Ulloa, Ramón; 
—Valente Rossi, Luis; 
—Valenzuela Sáez, Ricardo, y 
—Von Mühlenbrock Lira, Julio. 

Actuó de Secretario el señor Pelagio Figueroa 
Toro. 

II. APERTURA DE LA SESION. 

—Se abrió la sesión a las 11.7, en pre-
sencia de 15 señores Senadores. 
, El señor AYLWIN (Presidente).— En 
el nombre de Dios, se abre la sesión. 

III. TRAMITACION DE ACTAS. 

El señor AYLWIN (Presidente).— Se 
dan por aprobadas las actas de las sesio-
nes a 12^, que no han sido observadas. 

Las actas de las sesiones 13^ y 14^, que-
dan en Secretaría a disposición de los se-
ñores Senadores hasta la sesión próxima, 
para su aprobación. 

(Véanse en el Boletín las actas aproba-
das) , 

IV. ORDEN DEL DIA. 

INCORPORACION DE BIENES DE PRODUCCION 
A AREA SOCIAL DE LA ECONOMIA NACIO-

NAL. REFORMA CONSTITUCIONAL. 

El señor AYLWIN (Presidente).— Co-
rresponde continuar el debate general del 
proyecto de reforma constitucional, inicia-
do en moción de los Honorables señores 
Fuentealba y Hamilton, que modifica di-
versas disposiciones de la Constitución 
Política del Estado. 

En la sesión anterior, estaba con la pa-
labra el Honorable señor Valente, quien 
puede continuar sus observaciones. 

—Los antecedentes sobre el proyecto fi-
guran en los Diarios de Sesiones que se in-
dican : 

Proyecto de reforma constitucional (mo-
ción de los señores Fuentealba y Ha-
milton) : 

En primer trámite, sesión 5®, en 20 
de octubre de 1971. 

Informe de Comisión: 

Legislación, sesión en 27 de octu-
bre de 1971. 

Discusión: 

Sesiones 13^, en 29 de octubre de 
1971; 14^, en 29 de octubre de 1971. 

El señor VALENTE.—Señor Presiden-
te, en la sesión de ayer analizábamos el 
proyecto de ley enviado por el Gobierno, 
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iniciativa mediante la cual se establecen 
las tres áreas económicas del país. Nos re-
feríamos, en síntesis, a la fundamentación 
que el Ejecutivo hace de este proyecto que 
actualmente está siendo conocido por la 
Cámara de Diputados. 

En la mañana de hoy citaré las expre-
siones que el Ministro de Economía, com-
pañero Pedro Vuskovic tuvo en la Comi-
sión de Economía de la Cámara, como fun-
damento de la posición del Gobierno e in-
formando sobre las razones que éste tuvo 
para presentar dicha iniciativa. Entre 
otras cosas, por ejemplo, el señor Ministro 
señaló que el propósito del proyecto podría 
resumirse en los siguientes puntos: l 9 ) 
dar vigencia legal a las tres áreas de la 
economía; 29) delimitar el ámbito de es-
tas tres áreas; 3?) restablecer los mecanis-
mos de la nacionalización con los debidos 
resguardos, y 49) incorporar un recono-
cimiento legal de lo que viene siendo ya la 
práctica en materia de participación de los 
trabajadores. 

En definitiva, son estas cuatro proposi-
ciones las que encuentran su expresión a 
lo largo de los distintos artículos de la ini-
ciativa legal. En efecto, las dos primeras 
disposiciones obedecen, precisamente, al 
propósito de establecer en un cuerpo legal 
la vigencia de las tres áreas de propiedad. 
En cuanto al ámbito de cada una de ellas, 
los artículos 39 y 4? del proyecto definen 
los rasgos fundamentales que deben tener 
las actividades que formarán parte del 
área de propiedad social. Es una defini-
ción de carácter conceptual sobre cuál es 
el tipo de actividad que importa o interesa 
que quede dentro del área social. 

El artículo 4°, en cambio, agrega una 
delimitación bastante precisa con relación 
al patrimonio de las empresas al 31 de di-
ciembre de 1969. 

La incorporación de determinadas em-
presas al área de propiedad social se haría 
en virtud del procedimiento que se propo-
ne en el mismo proyecto analizado. Es im-
portante tener en cuenta la significación 

que tiene la limitación establecida en el 
artículo 4^, porque por esa vía se da una 
idea muy clara del ámbito que el Gobierno 
considera para el área de propiedad social. 

Al f i jar los límites, se está planteando 
uno muy preciso, que resulta de signi-
ficación bastante trascendente en cuanto 
a la dimensión dé las empresas que, even-
tualmente, pudieran incorporarse al área 
de propiedad social. Pues bien, la fijación 
de un requisito como el de no tener un pa-
trimonio superior a los 14 millones de es-
cudos, en el hecho está reduciendo el ám-
bito para la aplicación de las facultades 
que se solicitan. Ello significa que la nacio-
nalización comprenderá una pequeña parte 
de las empresas que incrementarán el área 
de propiedad social. En otras palabras, la 
norma del artículo 49 garantiza al mediano 
y pequeño empresario —sector ampliamen-
te mayoritario en la actividad industrial— 
su mantención en el área de propiedad 
privada. 

En la Comisión de Economía de la Cá-
mara de Diputados, la Asociación de la 
Pequeña y Mediana Industria (AM-
PICH) dio a conocer su opinión por in-
termedio de su Presidente, don Carlos De-
vivo, señalando lo siguiente: 

"Consideramos que el proyecto viene a 
llenar un vacío en el conocimiento de las 
reglas del juego, por lo tanto considera-
mos que es un proyecto positivo, estamos 
de acuerdo con él y lo apoyamos. 

". . .el proyecto en sí mismo —de acuer-
do con el porcentaje y cantidad de capi-
tal de la industria que va a entrar en el 
marco de área social— contempla la can-
tidad de 14 millones de escudos para in-
tegrarla, la cual dista mucho de los ca-
pitales reales .que tiene la mediana y pe-
queña industria de Chile." 

Agregó que "existen unas 30 mil me-
dianas empresas que representan el 94% 
de la industria instalada en el país y que 
no tienen capital industrial superior al 
millón y medio de escudos. Como ustedes 
comprenderán, del millón y medio a 14 
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millones de escudos hay bastante diferen-
cia". 

En cuanto a la facultad solicitada en 
el artículo 59 para que el Presidente de 
la República pueda nacionalizar el todo 
o parte de las empresas que formarán en 
el área social de la economía —con las 
limitaciones ya analizadas— es importan-
te precisar dos aspectos de carácter ge-
neral : el primero, que corresponde a la 
situación de numerosas empresas que al 
31 de diciembre de 1969 tienen un patri-
monio superior a 14 millones de escudos, 
pero que no corresponden a la definición 
que se establece en el proyecto para el 
área social. Pudiendo aplicarse la facul-
tad de nacionalizarlas por la cuantía de 
su patrimonio, no se incorporarían al área 
de propiedad social, por no corresponder 
al tipo de actividades que el Ejecutivo 
considera para su introducción en esa 
área. Concretamente —para aclarar más 
el concepto—, quedarán excluidas las em-
presas periodísticas —a vía de ejemplo— 
y toda empresa de difusión. El Gobierno 
no tiene interés alguno en aplicar estas 
facultades a ese tipo de actividades, por-
que no corresponden ni a la definición da-
da en la iniciativa del Ejecutivo ni a su 
intención demostrada de un absoluto 
respeto por la libertad de expresión, no 
obstante las canallescas campañas de ca-
lumnias e injurias que lleva adelante cier-
ta prensa, no sólo contra el Gobierno, si-
no contra la persona del compañero Pre-
sidente de la República. 

El segundo aspecto tiene relación con 
el texto del artículo 69, el cual plantea 
que, habiendo empresas cuyo patrimonio 
excede los 14 millones de escudos y que 
corresponden, además, al criterio susten-
tado para clasificar sus actividades en el 
área de propiedad social, éstas no se na-
cionalizarían si mantienen convenios con 
la Corporación de Fomento u otros orga-
nismos estatales. El objetivo de esta dis-
posición es asegurar que algunas empre-
sas importantes y que tienen incidencia 

fundamental en el cumplimiento de los 
planes económicos del Gobierno, se asimi-
len a ciertos criterios coincidentes con el 
desarrollo económico trazado por el Eje-
cutivo. En consecuencia, aunque estas em-
presas tengan un patrimonio superior a 
14 millones de escudos y, por sus carac-
terísticas, deban formar parte del área 
social, no se nacionalizarán siempre que 
suscriban convenios de producción, desa-
rrollo y otras modalidades. 

En cuánto al monto de las indemniza-
ciones que se plantea en el artículo 8? 
del proyecto, el Gobierno propone un pro-
cedimiento muy claro y amplio, sin res-
tringirlo a un criterio único, al establecer 
valores alternativos con bastante preci-
sión. La indemnización debe corresponder 
a un valor determinado. 

En los artículos siguientes del proyec-
to del Ejecutivo, se fi jan las formas de 
pago y los procedimientos de reclamo. Se 
advierte que se otorga un tratamiento es-
pecial para los pequeños accionistas, que 
resguarda sus intereses. Se plantea, ade-
más, una forma de incentivos orientados 
a aumentar Ja tasa de inversión cuando 
se establece que los pagos de indemniza-
ción, que se recibirían a plazos largos, po-
drán hacerse anticipadamente a los venci-
mientos, en el caso de que esos valores se 
apliquen á planes y programas de inver-
sión y desarrollo. 

Por último, en el proyecto se normaliza 
una situación que ya está en marcha: la 
participación de los trabajadores en el 
proceso económico. La actual Administra-
ción tiene especial interés en que. ese de-
recho quede expresamente consagrado en 
la ley. En el primer año de Gobierno, es-
ta experiencia ha dejado favorables re-
sultados, los cuales serán superados en la 
medida en que avance el proceso de cam-
bios estructurales y el proceso revolucio-
nario. 

Los Honorables señores Fuentealba y 
Hamilton presentaron un proyecto de ley 
para modificar 1̂ , Constitución Política' 
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del Estado y establecer por esta vía las 
tres áreas económicas del país. En la ex-
posición de motivos de la moción de los 
señores Senadores citados, se establece 
que "el Gobierno del señor Allende ha 
estado realizando un proceso destinado a 
traspasar al dominio del Estado diferen-
tes industrias y actividades económicas, 
a través de procedimientos de dudosa le-
galidad o contemplados en la ley para fi-
nes destinados a los de su actual aplica-
ción o el empleo de recursos destinados a 
la creación de nuevas fuentes de trabajo, 
mediante "expropiaciones", "requisicio-
nes", "intervenciones" o compra de accio-
nes y derechos." 

El señor FUENTEALBA.— Hay un 
error en el boletín: debe decir "destina-
dos a fines distintos". 

El señor VALENTE.— Seguramente 
hay un error en el boletín. Lo corregire-
mos, pero en todo caso no cambia —repi-
to— el fundamento del proyecto. 

Se agrega más adelante en la exposi-
ción de motivos: 

"Por norma general, dicho proceso se 
realiza al margen del Congreso Nacional, 
sin que ley alguna lo regule y establezca 
su naturaleza, finalidades, participación 
de los trabajadores en las empresas so-
metidas al dominio del Estado e indem-
nización justa a los propietarios; tampo-
co está sometido a planificación conocida 
y aceptada por los poderes públicos; deli-
beradamente se ha eludido un debate so-
bre la materia con participación de todos 
los sectores nacionales; y los alcances y 
consecuencias del mismo proceso han sido 
ocultados a la opinión pública." 

La última parte del fundamento del 
proyecto de ley en estudio señala también 
que "cuantiosos recursos públicos se in-
vierten o comprometen en estas "estati-
zaciones" sin que el Congreso Nacional 
haya autorizado esos compromisos o se 
haya pronunciado sobre su naturaleza, ex-
tensión y conveniencia; sin que se haya 
determinado por ley la participación que 
corresponderá a los trabajadores de las 

industrias afectadas;1 y sin que la opi-
nión pública nacional conozca, como tie-
ne derecho a saberlo, ninguno de los an-
tecedentes más fundamentales en mate-
rias de tan grave incidencia en el desa-
rrollo económico futuro del país." 

A nuestro juicio, Ta iniciativa de los 
Honorables señores Hamilton y Fuenteal-
ba constituye un desesperado salvavidas 
para defender a los monopolios. I£s un in-
tento de obstaculizar la formación del 
área social como la está planteando el Go-
bierno en su proyecto de ley, pues se sabe 
que cualquier trámite constitucional o le-
gal puede ser distorsionado en el Con-
greso en cuanto al planteamiento del Eje-
cutivo, por la mayoría reaccionaria que 
se advierte en el Parlamento, y que en 
muchas oportunidades ha variado funda-
mentalmente el criterio gubernamental 
en planes económicos. 

Considero que los señores Senadores co-
meten, conscientemente, un error al esta-
blecer que "el Gobierno del señor Allen-
de" —según su fundamentación de moti-
vos— "ha estado realizando un proceso 
destinado a traspasar al dominio del Es-
tado diferentes industrias y actividades 
económicas, a través de procedimientos de 
•dudosa legalidad", en circunstancias de 
que todo lo que se ha hecho hasta el mo-
mento ha sido cumpliendo estrictamente 
disposiciones legales que están en plena 
vigencia. 

Por cierto, para muchas personas re-
sulta inexplicable que el Gobierno del 
compañero Allende, de la Unidad Popu-
lar, haya podido poner en práctica impor-
tantes puntos de su programa de acuer-
do con normas legales dictadas por Go-
biernos anteriores. Al respecto, es impor-
tante hacer llegar al Senado el testimo-
nio del profesor de Teoría General del 
Derecho, don Eduardo Novoa Monreal, 
quien, en un estudio sobre "Vías legales 
para avanzar hacia el socialismo" plan-
tea con mucha claridad que uno de los dê -
cretos leyes que está vigente es el núme-
ro '520, de 30 de agosto de 1932, median-
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te el cual se establecen normas bastante 
precisas para resolver los problemas de 
expropiación de empresas industriales o 
de entidades económicas. Señala, por 
ejemplo, que el artículo 69 de dicho decre-
to "permite al Presidente de la Repúbli-
ca" imponer a los productores la obliga-
ción de producir o elaborar artículos de-
clarados de primera necesidad, en las can-
tidades, calidades y condiciones que de-
termine, bajo sanción de expropiación," 
Pese a la antigüedad de este precepto, no 
se ha encontrado en la historia de la po-
lítica económica del país que se haya apli-
cado alguna vez rpor otros Gobiernos pos-
teriores al de 1982 y anteriores al actual. 

Aparte la disposición contenida en el 
artículo 69, existen muchas otras en el de-
creto ley mencionado que pueden emplear-
se para lograr una socialización de la eco-
nomía. Mencionaremos las principales de 
ellas • 

"a) La facultad de revisar toda clase de 
contabilidades, documentos y datos esta-
dísticos, la de exigir a los comerciantes e 
industriales declaraciones juradas sobre 
cualquier operación relativa a producción, 
existencia o distribución de productos y 
la de pedir cuenta sobre las existencias 
que tengan en ibodega o aduanas y sobre 
siembras y cosechas. 

"b) La facultad de reglamentar la li-
bre circulación de cualquier clase de pro-
ductos alimenticios y de f i jar los requisi-
tos conforme a los cuales deba hacerse. 

"c) La facultad de limitar el número de 
establecimientos dedicados al comercio de 
artículos de primera necesidad cuando por 
exceso contribuyan a encarecer el precio 
de las subsistencias. 

"d) La facultad de señalar el mercado 
que un productor y/o un intermediario 
mayorista deba abarcar, con el fin de es-
timular o proteger una determinada re-
gión y evitar gastos de transporte. 

"e) La facultad de imponer a cualquier 
intermediario la obligación de distribuir y 
vender ciertos productos. 

"f) La facultad de determinar los in-

termediarios que se utilizarán en la dis-
tribución de determinado producto. 

"g) La facultad de limitar o prohibir 
la exportación de artículos de primera ne-
cesidad, cuando sean necesarios para el 
consumo de la población nacional. 

"h) La facultad de establecer el racio-
namiento de artículos de primera necesi-
dad o' de declarar su estanco total o par-
cial. El estanco consiste en la reserva ex-
clusiva para el Estado de la venta de 
cierta clase de artículos; decretado éste, 
nadie, salvo el Estado, puede expender ese 
artículo." 

Y entre las atribuciones que en ese 
tiempo se otorgaron en el decreto ley 520 
al Comisariato General de Subsistencias 
y Precios, que ahora es la Empresa de 
Comercio Agrícola, están las siguientes: 

"La de determinar preferencia para su 
acarreo por las empresas de transportes 
fiscales y particulares a ciertos artículos 
de primera necesidad. 

"La de requisar y vender por cuenta 
de sus dueños a los precios normales los 
artículos de primera necesidad que sean 
acaparados, ocultados o cuya venta al pú-
blico sea negada. 

"La de establecer almacenes regulado-
res destinados a vender al público ar-
tículos de primera necesidad a los pre-
cios debidos, pudiendo ocupar gratuita-
mente con este fin cualquier local fiscal 
o municipal. 

"La de obligar a los productores a rea-
lizar ventas directas a las cooperativas o 
a las centrales de compras. . 

"Todas estas facultades legales dan 
origen a severas sanciones en caso de ser 
desobedecidas o desconocidas. Ellas pue-
den consistir en multas, en clausura del 
establecimiento infractor y aun en su san-
ción como delito económico por los tribu-
nales de?l crimen, con pena de presidio." 

El señor GARCIA.—¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 

El señor VALENTE.—Con mucho gus-
to, señor Senador. 

El señor AYLWIN (Presidente) .—Con 
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la venia de la Mesa, tiene la .palabra el ral de Subsistencias y Precios, que dice lo 
Honorable señor García. siguiente: 

El señor GARCIA.—¿Por qué no lee, "En conformidad al artículo anterior, 
dentro de esas disposiciones tan buenas corresponderá al Presidente de la Repú-
del decreto ley 520, la que establece el tra- blica: 1?, expropiar, a solicitud del Co-
bajo forzado? Es conveniente que los chi- misariato General de Subsistencias y Pre-
lenos sepan en qué consiste dicho d'ecre- cios y previo informe favorable del Con-
to. De esa manera el Senado también se sejo de Defensa Fiscal y del Consejo téc-
impondría de que existen en nuestro país nico correspondiente, los predios agríco-
algunas normas legales que pueden obli- las, empresas industriales y estableci-
gar a la gente a trabajar como esclavos. mientos comerciales destinados a la pro-

E1 señor VALENTE.— Pensé que el ducción o distribución de artículos que 
Honorable señor García iba a hacer una haya necesidad de que se mantengan en 
intervención mucho más interesante que reserva." 
la que ha expuesto. No veo qué relación Creo que ese artículo, bastante claro, 
tiene el trabajo forzado con las faculta- es conveniente citarlo dentro de los pre-
des que estamos dando a conocer y que ceptos mencionados por Su Señoría, 
el Presidente de la República precisa pa- El señor VALENTE.—De manera que 
ra resolver el problema legal del proce- las aseveraciones que hacen los autores 
so económico. del proyecto de reforma constitucional en 

El señor GARCIA.—Es que con el mis- su fundamentación acerca de la ilegali-
mo criterio con que aplicó las otras, tam- dad de los procedimientos son absoluta-
bién puede poner en vigencia ésta. mente falsas, no tienen nigún asidero de 

El señor VALENTE.— Nunca el Go- orden legal y, a nuestro juicio, obedecen 
bierno ha aplicado la disposición sobre el —tienen pleno derecho los señores Sena-
trabajo forzado, ni lo hará tampoco. dores a hacerlo— a especulaciones de ti-

E1 señor GARCIA.—¡ Qué bueno saber- po político, 
lo! Sin embargo, considero útil que conoz-

E1 señor VALENTE.—Está aplicando camos algunos antecedentes respecto de 
las normas de este decreto 520, que tie- cómo actuó el Partido Demócrata Cris-
nen estrecha relación con el nuevo proce- tiano, cuando fue Gobierno, en operacio-
so económico y con el desarrollo que es- nes de bastante trascendencia para el de-
tamos estudiando en este momento. sarrollo económico y financiero del país. 

Por lo demás, las disposiciones leídas A vía de ejemplo, quiero recordar la si-
y todo el contenido del decreto ley 520 no tuaoión creada al Presidente de la Répú-
son sino una reafirmación de que el Go- blica en 1968, cuando sin que pasara por 
bierno ha actuado de acuerdo con la ley el Congreso Nacional y sin que mediara 
vigente para desarrollar lo que ha hecho una ley especial, el Gobierno democrata-
hasta el momento respecto del establecí- cristiano presidido por el señor Frei sus-
miento de las tres áreas de economía, cribió un convenio con la compañía sa-
de la estatificación de algunas empresas litrera norteamericana Anglo Lautaro, 
industriales y, sobre todo, de las inter- El señor AYLWIN (Presidente). — 
venciones hechas en algunas industrias. /¿Me permite, señor Senador? 

El señor GUMUCIO.—Se ha hecho re- Por haber llegado la hora de término, 
ferencia a varias disposiciones legales,' pe- se levanta la sesión, 
ro, en realidad, el Honorable señor Va- —Se levantó a las 11.30. 
lente olvidó citar el artículo 3? del Re-
glamento N? 338 del Comisariato Gene-

Dr. Raúl Valenzuela García, 
Jefe de la Redacción. 
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